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Cuestionario Biodiversidad y Derechos Humanos

En respuesta a su atenta comunicación S/N, de 28 de julio de 2016, en la cual el Señor Defensor del Pueblo del Estado Plurinacional de Bolivia y Secretario General de la Red INDH del Continente Americano, David Alonzo Tezanos Pinto Ledezma, informa que conforme a la Resolución 28/11 del Consejo de Derechos Humanos, el Relator Especial sobre la cuestión de las obligaciones de derechos humanos relacionadas con el disfrute de un medio ambiente sin riesgos, limpio, saludable y sostenible remitió un cuestionario sobre “biodiversidad y derechos humanos” el cual solicita que sea respondido con el fin de contribuir al informe temático que será presentado durante el 34° periodo de sesiones del Consejo de Derechos Humanos.
En este sentido, la Defensoría del Pueblo de Ecuador (DPE) desde el ámbito de sus competencias remite la información solicitada respecto al cuestionario de biodiversidad y derechos humanos.
En caso de requerir mayor información, la persona de contacto es el Econ. Sebastián Insuasti, Director Nacional de Investigación e Incidencia en Política Pública, al correo electrónico rinsuasti@dpe.gob.ec
1. Por favor, proporcione, en detalle, ejemplos de buenas prácticas en la adopción de legislación, políticas y programas relacionados con la biodiversidad, que incorporen obligaciones de derechos humanos.
Respecto al tema de biodiversidad, la Constitución del Ecuador (2008) cuenta con un capítulo específico sobre biodiversidad y recursos naturales, en el cual sus articulados establecen principios ambientales, la obligación del Estado de adoptar políticas y medidas oportunas que eviten impactos ambientales negativos, el derecho a la consulta previa, la participación ciudadana, entre otros (arts. 395-399). La Constitución de la República es la primera en reconocer derechos a la naturaleza, desde una perspectiva biocéntrica, que determina al ser humano como parte integrante de la misma, adicionalmente responde a la problemática ambiental que ha causado alteraciones graves en el equilibrio de los ecosistemas.
De igual forma, prevé que el Estado ejercerá la soberanía sobre la biodiversidad, declara de interés público la conservación de la misma y todos sus componentes, en particular la biodiversidad agrícola y silvestre y el patrimonio genético del país (art. 400); y, en el art. 403 establece que “El Estado no se comprometerá en convenios o acuerdos de cooperación que incluyan cláusulas que menoscaben la conservación y el manejo sustentable de la biodiversidad, la salud humana y los derechos colectivos y de la naturaleza”.

La Ley de Gestión Ambiental (2204), establece “los principios y directrices de política ambiental; determina las obligaciones, responsabilidades, niveles de participación de los sectores público y privado en la gestión ambiental y señala los límites permisibles, controles y sanciones en esta materia” (art. 1).

La Ley de Biodiversidad en el Ecuador (2004) señala en su artículo 1 que son considerados bienes nacionales de uso público, todas las especies que integran la diversidad biológica del país y que:

Su explotación comercial se sujetará a las leyes vigentes y a la reglamentación especial, que para este efecto, dictará el Presidente  Constitucional de la República, garantizando los derechos ancestrales de los pueblos indígenas, negros o afroecuatorianos, sobre los conocimientos, los componentes intangibles de biodiversidad y los recursos genéticos a disponer sobre ellos (art.1).

Y en el Código Orgánico Integral Penal (COIP, 2014) se establece un capítulo sobre Delitos contra el ambiente y la naturaleza o Pacha Mama, así como también una sección respecto a los delitos contra la biodiversidad (arts. 245-248).

En lo que respecta a las obligaciones de los Gobiernos Autónomos Descentralizados en materia de biodiversidad, el Código Orgánico de Organización Territorial (COOTAD, 2010) en su art. 12 establece que:

Con la finalidad de precautelar la biodiversidad del territorio amazónico el gobierno central y los gobiernos autónomos descentralizados de manera concurrente adoptarán políticas para el desarrollo sustentable y medidas de compensación para corregir las inequidades. En el ámbito de su gestión ambiental, se aplicarán políticas de preservación, conservación y remediación acordes con su diversidad ecológica. 
Igualmente, en el art. 136  sobre el ejercicio de las competencias de gestión ambiental señala que: 

Corresponde a los gobiernos autónomos descentralizados provinciales gobernar, dirigir, ordenar, disponer, u organizar la gestión ambiental (…) estas acciones se realizarán en el marco del sistema nacional descentralizado de gestión ambiental y en concordancia con las políticas emitidas por la autoridad ambiental nacional. Para el otorgamiento de licencias ambientales deberán acreditarse obligatoriamente como autoridad ambiental de aplicación responsable en su circunscripción.
También, mediante el Decreto Ejecutivo 3516 de 2003, se establece el Texto unificado de legislación secundaria de medio ambiente y en este cuerpo normativo se señalan políticas básicas ambientales de Ecuador.

En materia de política pública, en el país contaba con la Estrategia Nacional de Biodiversidad mediante la cual se establece como política de Estado la Estrategia Nacional de Biodiversidad 2001-2010. En esta Estrategia se establecen políticas para el uso sustentable y la conservación de la biodiversidad.

Además, en el Plan Nacional para el Buen Vivir 2013-2017 se contempla como uno de sus objetivos el “Garantizar los derechos de la naturaleza y promover la sostenibilidad ambiental, territorial y global” (Objetivo 7) y como parte de las políticas y lineamientos estratégicos de este objetivo se encuentra el “Asegurar la promoción, la vigencia y la plena exigibilidad de los derechos de la naturaleza, así como también conocer, valorar, conservar y manejar sustentablemente el patrimonio natural y su biodiversidad terrestre, acuática continental, marina y costera, con el acceso justo y equitativo de sus beneficios” (Lineamientos 7.1 y 7.2).

2. Proporcione ejemplos concretos de buenas prácticas en la implementación de las obligaciones de derechos humanos en materia de biodiversidad. Estos ejemplos pueden incluir prácticas relacionadas con: garantías de los derechos procesales (por ejemplo, el derecho a la información, la participación y los remedios); el monitoreo de los derechos humanos afectados por leyes, programas y proyectos relacionadas con la biodiversidad, (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); la protección de los derechos humanos de individuos y grupos de los efectos adversos relacionados con la biodiversidad; la promoción del disfrute de los derechos humanos (por ejemplo, el derecho a la vida, a los alimentos, a la vivienda, a la salud, al agua y al saneamiento, y a los derechos culturales, etc.); guías de actividades empresariales conforme a los Principios Rectores  de las Naciones Unidas sobre las Empresas y los Derechos Humanos; y búsqueda de remedios para las víctimas.

a) Vinculación con derechos colectivos, orientados al respeto, protección, transmisión intergeneracional y difusión de conocimientos ancestrales, etnobotánica, tradiciones, costumbres, genoma humano, usos y conservación de la biodiversidad en el marco del respeto, protección, tutela y reparación integral en caso de vulneraciones a derechos de la naturaleza y ambientales vinculados a biodiversidad.
Ejemplo: Caso ADN Waorani
El 21 de Julio de 2010, la Defensoría del Pueblo conoce la queja por posibles vulneraciones al derecho al acceso a la información pública y al patrimonio natural y cultural, y recursos genéticos de la nacionalidad Waorani, por la toma de sangre sin autorización de miembros de dicha nacionalidad, localizado en el Biodepositario Celular del Instituto Coriell de Estados Unidos. Mediante Resolución Defensorial N° 024-AP-DPE-2012, emitida el 30 de octubre de 2012, como producto de un Recurso de Revisión de la Resolución N° 008-DPE-DINAPROT-48381-2010-EG de 08 de mayo de 2012, se resolvió la petición del DIRECTOR DEL INSTITUTO INTERCIENTÍFICO DE PALEOPATOLOGÍA Y DERECHOS GENOCULTURALES (IPADEG) en contra el INSTITUTO CORIELL de los Estados Unidos de Norte América determinándose la vulneración a los derechos humanos y se recomendó a la Asamblea Nacional la construcción de instrumentos legales para  la protección del patrimonio genocultural humano.

b) Garantía del derecho a la consulta previa libre e informada, participación social y consulta ambiental, en el marco del desarrollo de proyectos y/o actividades que se pretenden implementar en territorios que conserven biodiversidad.

Ejemplo: Caso Río Blanco

El caso fue puesto en conocimiento de La Defensoría del Pueblo por organizaciones de la sociedad civil, quienes informaron de la presunta falta de participación social y consulta, para el desarrollo del Proyecto minero Río Blanco, sobre minería a gran escala en un ecosistema páramo de la parroquia Molleturo, del Cantón Cuenca, provincia de Azuay.

Se resolvió exhortar al Ministerio de Ambiente a fin de que tome en cuenta los criterios de la Corte Constitucional No. 001-10-ISN-CC y la sentencia de la CIDH del caso Sarayacu vs. Ecuador.

c) Derecho a la información, íntimamente relacionado al contenido del párrafo anterior, pues de la generación y análisis de información pertinente y veraz de los estudios ambientales (Estudios de Impacto Ambiental, Auditorías Ambientales, Planes de Acción, Planes Emergentes, Planes de Restauración, etc.), depende la garantía y goce de los derechos señalados en el ítem precedente.
d) Aplicación de medidas de mitigación y planes de restauración eficaces, técnicamente viables y comprobados desde la ciencia, para ejercer el derecho de restauración y de reparación integral, en caso de vulneración a derechos de la naturaleza y humanos, respectivamente, así como de impactos negativos y/o daños ambientales que sean adversos a la biodiversidad.

e) Inversión de la carga de la prueba, a fin de que la persona natural o jurídica que haya generado impactos ambientales negativos y/o daños ambientales, sea la responsable de demostrar con estudios apropiados la ausencia o el grado de los impactos y/o daños provocados a la biodiversidad y extensivamente a la naturaleza, todo ello en el marco de protección, respeto y tutela de derechos humanos y de la naturaleza. 

Ejemplo: Caso Ríos Teaoné y Esmeraldas
La Corte Suprema de Justicia en el año 2002, dispuso el pago de indemnizaciones y de remediación ambiental, debido a daños causados al ambiente en los ríos Teaoné y Esmeraldas. Después de ocho años existió incumplimiento de la sentencia por parte de la empresa operadora, motivo por el cual se solicitó la intervención de la Defensoría del Pueblo de Ecuador. 

En este sentido, la Defensoría del Pueblo de Ecuador mediante Resolución No. 031-DPE-DNDCNA-51805-2014, de 11 de julio de 2014, exhortó a la operadora a cumplir con el plan de manejo integral constante en el Estudio de Impacto Ambiental. Además, exhorto a la operadora y a la autoridad ambiental para que mediante el Programa de Remediación Ambiental y Social prosiga con el cumplimiento del cronograma de ejecución del Plan de Restauración Integral de Pasivos Ambientales. Y recomendó al Ministerio de Salud Pública que realice el registro y control de salud de la población cercana a la zona afectada en procura de garantizar el derecho a la salud  y mejorar la calidad de vida de las personas que habitan en la zona.
f)   Análisis de afectaciones a la biodiversidad y sus efectos en el mantenimiento y regeneración de ciclos vitales, estructuras y procesos evolutivos de la naturaleza, así como en la cantidad y calidad del agua, la salud y la vida de las personas.

g) Exhortos y recomendaciones a empresas públicas y privadas, a fin de que respeten, protejan y garanticen el cumplimiento de los derechos de la naturaleza y ambiente sano, así como de mitigación de impactos y daños ambientales que hayan afectado a la biodiversidad.

Ejemplo: Caso Lagunas Totoracocha, Condorocha y Chusalongo en el Sur del País. (Provincia del Azuay)

Los finqueros de alrededor de las lagunas utilizaban el agua sin control, aspecto que provocaría que las lagunas pierdan el líquido vital.

En la Resolución Defensorial  No. 0014-DPE-DNDCNA-2015-DNA de 8 de diciembre de 2015 se resolvió:

Aceptar parcialmente la petición, por cuanto existió una vulneración a los Derechos de la Naturaleza en lo que respecta a su integridad y al respeto de sus ciclos vitales, estructura, funciones y a la restauración tal como se lo preceptúan los arts. 71 y 72 de la Constitución de la República. Por otro lado, dentro del expediente no se evidenció vulneración al derecho a la propiedad por parte del Estado o por terceros, conforme señaló el peticionario.

Exhortar al Ministerio del Ambiente a que de forma inmediata exija a los responsables el total cumplimiento del Plan de Restauración de las Lagunas Totoracocha, Cóndor Cocha y Chuzalongo, a fin de reparar integralmente los daños causados.

Exhortar al Ministerio del Ambiente, Secretaría Nacional del Agua (SENAGUA) y a la Agencia de Regulación y Control del Agua (ARCA) a que se realice constantes evaluaciones a fin de controlar el mal uso de los acuíferos naturales del país, con el objetivo de que no se repitan hechos como los ocurridos en el sector de las tres Lagunas-Quimsacocha, localizadas en las parroquias de Baños, Tarqui y Victoria de Portete, del cantón Cuenca, parroquia Chumblín del Cantón San Fernando y en el inicio del límite norte de la parroquia San Gerardo del Cantón Girón en la provincia del Azuay.
Exhortar al Ministerio del Ambiente, Secretaría Nacional del Agua, Gobierno Autónomo Descentralizado de Cuenca y a la Empresa Pública Municipal de Telecomunicaciones, Agua Potable, Alcantarillado y Saneamiento de Cuenca (ETAPA EP), para que dentro del marco del convenio suscrito entre todas, realicen las acciones necesarias para la preservación y conservación del área Quimsacocha, donde se encuentran las lagunas. 

2.  Por favor, indique, cuando sea relevante, los desafíos y los obstáculos implicados en la integración y protección de los derechos humanos en materia de biodiversidad.

De acuerdo con el Convenio de Diversidad Biológica (1992), se conceptualiza a la biodiversidad como “la variabilidad de organismos vivos de cualquier fuente, incluidos, entre  otras cosas, los ecosistemas terrestres y marinos y otros ecosistemas acuáticos y los complejos ecológicos de los que forman parte”; comprende la diversidad dentro de cada especie, entre las especies y de los ecosistemas; los objetivos del Convenio son la conservación de la biodiversidad, el uso sostenible de sus componentes y la participación justa y equitativa de los beneficios resultantes de la utilización de los recursos genéticos. 
Mediante la experiencia acumulada en los trámites defensoriales, la interposición y seguimiento a garantías jurisdiccionales, se ha determinado que la sobreexplotación de recursos naturales y la contaminación, afectan considerablemente a la biodiversidad, esto responde a que aún se mantiene un paradigma antropocéntrico que desvincula al ser humano de la naturaleza, no obstante han existido avances del paradigma biocéntrico pero no ha sido suficiente.

Desde esta realidad, el reto para los seres humanos, consiste en asumir que somos parte de la naturaleza, aspecto que debe ser aplicado en la normativa, en la jurisprudencia, en los análisis técnicos y en la vida cotidiana.

También, es importante la educación en derechos humanos como una herramienta que permita no solo incidir en la protección y promoción de estos derechos, sino también en los de la naturaleza, lo cual debe estar acompañado de la educación ambiental, a fin de que se logre entender el alcance de la biodiversidad, es decir la variabilidad de organismos vivos y de los ecosistemas, las funciones ambientales que cumplen, así como sus interrelaciones.
Por otra parte, se debe considerar que de la misma manera que los derechos humanos se caracterizan por la interrelación, los derechos de la naturaleza también se encuentran en íntima relación con los derechos humanos, lo cual determina el efectivo goce de derechos como el derecho al ambiente sano, salud, agua, vivienda, hábitat, recreación, entre otros.

Finalmente, se debe entender al desarrollo sostenible como una herramienta que no limita actividades humanas, pues su último fin es la protección de la biodiversidad, sobre todo en el desarrollo de actividades y/o proyectos que puedan causar daño o impactos negativos a la biodiversidad. En este sentido, se cuenta con el apoyo de instrumentos internacionales de derecho ambiental como el Convenio de Diversidad Biológica, la Convención de Ramsar, la Convención sobre el Comercio Internacional de Especies Amenazadas de Fauna y Flora Silvestre, así como también con las Listas Rojas de Especies a nivel nacional e internacional y Grupos de Trabajo especializado en ciertas especies, por ejemplo el Grupo Nacional de Trabajo del Cóndor Andino. 

   3.  ¿Cómo se les proporciona una mayor protección a aquellos que pueden ser particularmente vulnerables a la pérdida de la biodiversidad, incluyendo pero no limitado a pueblos indígenas?

En primer lugar se debe considerar el ejercicio de derechos tales como la información, la consulta previa, la consulta ambiental y la participación social, pues desde su aplicación adecuada se genera un ejercicio de derechos orientados a generar, presentar y analizar información, a conocer, escuchar y consultar a las y los posibles afectados por la intervención del ser humano en su entorno, en su territorio, en su cosmovisión, con la finalidad de proteger sus derechos humanos y los de la naturaleza.

Se debe mencionar a las herramientas de gestión ambiental, como los Estudios de Impacto Ambiental, Planes de Manejo, Auditorías Ambientales, Planes de Acción, etc., cuya aplicación oportuna y con información verídica, proporcionan un marco de información de las posibles afectaciones y en caso de que tales afectaciones hayan ocurrido, genera un espacio para conocer y analizar las medidas que se adoptarán. 

La cosmovisión de los pueblos en particular y de las personas en general, debe ser respetada, pues es una garantía del proyecto de vida, de los usos, costumbres y tradiciones, basadas en la biodiversidad.

Los planes de ocupación y uso de suelo, son una herramienta muy valiosa para los Gobiernos Autónomos Descentralizados, su concepción debe orientarse a la protección de lugares que conserven biodiversidad y territorios de pueblos indígenas, así como a sus áreas de amortiguamiento, zonas de influencia directa y zonas de influencia indirecta.

    4. Por favor, proporcione ejemplos de buenas prácticas en la protección de los defensores de los derechos humanos ambientales trabajando sobre temas de biodiversidad? ¿Qué esfuerzos han hecho los gobiernos u otros grupos para crear un ambiente propicio para que los defensores puedan ejercitar sus derechos sin miedo?

Un caso puntual fue el de la vigilancia al debido proceso, en  el caso del Sr. Manuel Trujillo y la Sra. Manuela Pacheco, quienes fueron acusados por terrorismo organizado (COIP, art.160.1). En los casos que han sido judicializados, la Defensoría del Pueblo de acuerdo al precepto constitucional realiza la vigilancia al debido proceso.

5. Por favor, proporcione ejemplos de buenas prácticas en la protección de los defensores de los derechos humanos ambientales trabajando sobre temas de biodiversidad? ¿Qué esfuerzos han hecho los gobiernos u otros grupos para crear un ambiente propicio para que los defensores puedan ejercitar sus derechos sin miedo?
La DPE de conformidad con el art. 215 de la Constitución de la República, es la Institución Nacional de Derechos Humanos que promueve, divulga y protege los derechos de las personas, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos que habitan en el país, de las ecuatorianas y ecuatorianos en el exterior, y los Derechos de la Naturaleza. 

 
En este contexto, cabe señalar que la DPE atiende casos de defensores y defensoras de derechos humanos, como de la ciudadanía en general por intermedio de sus Coordinaciones Generales Zonales, sus Delegaciones Provinciales o sus Direcciones Nacionales sí se configura lo que determina la Resolución No. 0058-DPE-CGAJ-2015 relacionado con las reglas para la admisibilidad y atención de casos de competencia de la Defensoría del Pueblo.

Adicionalmente, es importante señalar que debido a que no hay una categorización específica que identifique los casos o peticiones de defensores y defensoras de derechos humanos, no es posible identificar estos casos específicos en el sistema de atención de casos que maneja la institución.

Bibliografía
Ecuador. Constitución de la República del Ecuador (2008, 20 de octubre). Registro Oficial, N° 449.
Ecuador. Código Orgánico Integral Penal (2014, 10 de febrero). Registro Oficial Suplemento, No. 180.

Ecuador. Ley de Gestión Ambiental, (2004, 10 de septiembre). Registro Oficial, Suplemento 418.

Ecuador. Ley que protege la biodiversidad en el Ecuador  (2004, 10 de septiembre). Registro Oficial, Suplemento 418.

Ecuador. Código Orgánico de Organización Territorial, Autonomía y Descentralización. (2010, 19 de octubre). Registro Oficial Suplemento 303.

Ecuador. Decreto Ejecutivo 2232 (2007, 30 de enero). Estrategia Nacional de Biodiversidad como política de Estado. Registro Oficial 11.

Ecuador. Decreto Ejecutivo 3516 (2003, 31 de marzo). Texto unificado de legislación secundaria de medio ambiente. Registro Oficial, Edición Especial 2.

Ecuador. Defensoría del Pueblo (2011). Los escenarios de la criminalización a defensores de derechos humanos y de la naturaleza en Ecuador: desafíos para un Estado Constitucional de Derechos. Quito: DPE. [en línea]. Disponible en: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/122
	
	


Ecuador. Defensoría del Pueblo, Dirección Nacional de Derechos Colectivos, Naturaleza y Ambiente. Resolución Defensorial No. 0014-DPE-DNDCNA-2015-DN, de 8 de diciembre de 2015.

Ecuador. Defensoría del Pueblo, Dirección Nacional de Protección de Derechos Humanos y de la Naturaleza. Resolución 010-DPE-DNDNA-2013/2013 de 16 de mayo. [en línea]. Disponible en: http://repositorio.dpe.gob.ec/handle/39000/151
Ecuador. Defensoría del Pueblo de Ecuador (2012). REC. REVISIÓN 024-AP-DPE-2012 (Recursos genéticos nacionalidad Waorani) [Versión Adobe Reader]. Quito: DPE
Ecuador. Defensoría del Pueblo de Ecuador (2015). Resolución No. 0058-DPE-CGAJ-2015. (Reglas para la admisibilidad y trámite de casos de competencia de la Defensoría del Pueblo del Ecuador). Quito: DPE
Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo (2013). Plan Nacional para el Buen Vivir 2013-2017. Recuperado el 20 de agosto de 2015 de: http://buenvivir.gob.ec
Naciones Unidas (1992). Convenio de Diversidad Biológica. Disponible en: https://www.cbd.int/doc/legal/cbd-es.pdf

